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CONSEJO DE ESTADO 
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

SECCIÓN QUINTA 

 
MAGISTRADA PONENTE: ROCÍO ARAÚJO OÑATE 

 
 
Bogotá D.C., diez (10) de junio de dos mil veinte (2020) 

 
Referencia:  ACCIÓN DE TUTELA 
Radicación: 11001-03-15-000-2020-02468-00 
Demandante: CECILIA TOVAR DE PARRADO Y OTROS 
Demandado: CONSEJO DE ESTADO – SECCIÓN TERCERA – SUBSECCIÓN 

“B” 

 
Tema:                  Tutela contra providencia judicial 

 
AUTO ADMISORIO  

 
 

I. ANTECEDENTES 

 

 

1.1. Solicitud de amparo 

 
1. Con escrito enviado el 8 de junio del 2020 al correo electrónico de la Secretaría 

General del Consejo de Estado, los señores Cecilia Tovar de Parrado, Hernán 

Ñañez, Ignacio Araújo Sánchez, José Everth Angarita, Orlando Muñoz Rodríguez, 

Luis Alberto Quiñones, María Aidé Nieto de Araújo, María Enelia Araújo de Perdomo, 

Raúl González, Licenia Sánchez, Valdemar Moreno Gómez y Edilberto de Jesús 

García Barrientos, actuando por intermedio de apoderado judicial, presentaron 

acción de tutela contra la Subsección “B” de la Sección Tercera del Consejo de 

Estado, con el fin de que sea protegido su derecho fundamental al debido proceso.  

 

2. Los accionantes consideraron vulnerada dicha garantía constitucional con ocasión 

de la decisión adoptada en segunda instancia por la autoridad judicial accionada el 4 

de diciembre de 2019, a través de la cual revocó la sentencia del 11 de junio de 

2008, proferida por el Tribunal Administrativo del Caquetá para, en su lugar, negar 

las pretensiones de la demanda dentro del proceso de reparación directa, 

identificado con el número de radicación 18001-23-31-000-2004-00127-01(35892), 

promovido por el señor Ignacio Araújo Sánchez y otros, contra el Ministerio de 

Defensa Nacional – Ejército Nacional.  

 

3. Con base en lo anterior, la parte actora solicitó el amparo de su derecho 

fundamental y como consecuencia pidió: 
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“1. Se ordene por el juez constitucional, la sustracción de los efectos de las sentencias 
(sic) Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Subsección B, notificada el trece (13) de diciembre de dos mil diecinueve (2019) en 
acción de reparación directa (sic) radicado 18001233100020040012701, número interno 
(35892, demandante: Ignacio Araújo Sánchez y otros, demandadas Nación-Ministerio de 
Defensa Nacional-Ejército Nacional.  
 
2. Consecuentemente se dispondrá el cumplimiento de la sentencia de 11 de junio de 
2008 del Tribunal Administrativo del Caquetá.  
 
3. Para lo anterior prevendrá a las autoridades judiciales con competencia en el asunto 
acerca de su deber de análisis de la jurisprudencia al respecto en casos homólogos (…)”.  

 
 

II. CONSIDERACIONES 
 

2.1. Cuestión previa 

 
4. El Gobierno Nacional, teniendo en cuenta lo dispuesto por el artículo 215 de la 

Constitución Política y la Ley 137 de 1994, mediante el Decreto No. 417 del 17 de 

marzo de 2020 declaró el Estado de emergencia económica, social y ecológica en 

todo el territorio nacional por razón de la declaratoria de la pandemia existente a nivel 

mundial relacionada con la propagación a gran escala del Covid 19. Ello trajo como 

consecuencia, que el gobierno nacional ordenara el aislamiento preventivo 

obligatorio de todas las personas y dictó otras disposiciones1.  

 

5. En atención a lo anterior, el Consejo Superior de la Judicatura, profirió los 

Acuerdos PCSJA20-115172, PCSJA20-115183, PCSJA20-115264, PCSJA20-115325, 

                                                             
1 El Gobierno Nacional expidió el Decreto legislativo No. 457 del 22 de marzo de 2020, a través del 

cual impartió instrucciones en virtud de la emergencia sanitaria generada por la pandemia del 
coronavirus COVID-19. Entre las decisiones adoptadas, se ordenó el aislamiento preventivo 
obligatorio de todos los habitantes del país. 
2 En el artículo 1 del señalado Acuerdo se exceptúa de la suspensión de términos judiciales el trámite 

de las acciones de tutela. 
3El artículo 1 de este Acuerdo señaló: “Mantener las medidas de suspensión de términos procesales 
en los juzgados, tribunales y Altas Cortes, entre el 16 y el 20 de marzo. Se exceptúan las acciones de 
tutela y los habeas corpus” 
4 El artículo 2 del Acuerdo señala las excepciones a la suspensión de términos y se señala que “A 

partir de la fecha las excepciones a la suspensión de términos adoptada serán las siguientes: 1. 
Acciones de tutela y habeas corpus. Se dará prelación en el reparto a las acciones de tutela que 
versen sobre derechos fundamentales a la vida, la salud y la libertad. Su recepción se hará mediante 
correo electrónico dispuesto para el efecto y para su trámite y comunicaciones se hará uso de las 
cuentas de correo electrónico y herramientas tecnológicas de apoyo. 
5 En este Acuerdo se prorrogó la suspensión de términos judiciales en el territorio nacional, desde el 

13 de abril hasta el 26 de abril de 2020 y en el artículo 2 se consagraron las excepciones a la 
suspensión de términos judiciales, en los siguientes términos: “Las siguientes excepciones a la 
suspensión de términos continuarán rigiendo: 1. Acciones de tutela y habeas corpus. Se dará 
prelación en el reparto a las acciones de tutela que versen sobre derechos fundamentales a la vida, la 
salud y la libertad. Su recepción se hará mediante correo electrónico dispuesto para el efecto y para 
su trámite y comunicaciones se hará uso de las cuentas de correo electrónico y herramientas 
tecnológicas de apoyo”. 
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PCSJA20-115466, PCSJA20-115497 y PCSJA20-115568, PCSJA20-115679 mediante 

los cuales se ordenó la suspensión de los términos judiciales y se decretaron 

medidas transitorias para preservar el derecho fundamental de acceso a la 

administración de justicia, exceptuando el trámite, decisión y notificación de la acción 

de tutela. 

 

6. En aras de proteger las garantías constitucionales, el Consejo Superior de la 

Judicatura, en el Acuerdo PCSJA20-11567 exceptuó las acciones de tutela y los 

habeas corpus de la suspensión de términos, prevista en su artículo 3°, señalando 

que la recepción de estas acciones se hará mediante el buzón electrónico dispuesto 

para el efecto, y que, para su trámite y notificación se usarán las cuentas de correo 

electrónico de las partes y las diferentes herramientas tecnológicas de apoyo.  

 

7. En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en ejercicio de su facultad de 

Juez Constitucional, tramitará las acciones de tutela que le sean presentadas. 

 
2.2. Admisión de la demanda 
 

8. Por reunir los requisitos exigidos por el artículo 14 del Decreto Ley 2591 de 1991 y 

de conformidad con lo establecido en el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 

2015, modificado por el artículo 1° del Decreto 1983 del 2017, se dispone: 

                                                             
6 En este Acuerdo se prorrogó la suspensión de términos judiciales en el territorio nacional, desde el 

27 de abril hasta el 10 de mayo de 2020. Se exceptuaron de la suspensión de términos, entre otros 
asuntos las acciones de tutela y habeas corpus y se señaló que la recepción de tutelas y habeas 
corpus se hará mediante correo electrónico dispuesto para el efecto, y para su trámite y 
comunicaciones se hará uso de las cuentas de correo electrónico y herramientas tecnológicas de 
apoyo. 
7 En este Acuerdo se prorrogó la suspensión de términos judiciales en el territorio nacional, desde el 

11 hasta el 24 de mayo de 2020. Se exceptuaron de la suspensión de términos, entre otros asuntos 
las acciones de tutela y habeas corpus y se señaló que la recepción de tutelas y habeas corpus se 
hará mediante correo electrónico dispuesto para el efecto, y para su trámite y comunicaciones se hará 
uso de las cuentas de correo electrónico y herramientas tecnológicas de apoyo. 
8 En este Acuerdo se prorrogó la suspensión de términos judiciales en el territorio nacional, desde el 

25 de mayo hasta el 8 de junio de 2020. Se exceptuaron de la suspensión de términos, entre otros 

asuntos las acciones de tutela y habeas corpus y se señaló que la recepción de tutelas y habeas 

corpus se hará mediante correo electrónico dispuesto para el efecto, y para su trámite y 

comunicaciones se hará uso de las cuentas de correo electrónico y herramientas tecnológicas de 

apoyo. 
9 En este Acuerdo se prorrogó la suspensión de términos judiciales en el territorio nacional, desde el 9 

de junio hasta el 30 de junio de 2020. Se exceptuaron de la suspensión de términos, entre otros 

asuntos las acciones de tutela y habeas corpus y se señaló que la recepción de tutelas y habeas 

corpus se hará mediante correo electrónico dispuesto para el efecto, y para su trámite y 

comunicaciones se hará uso de las cuentas de correo electrónico y herramientas tecnológicas de 

apoyo.  

Adicionalmente en su artículo 1 se establece: “Levantamiento de la suspensión de términos judiciales. 

La suspensión de términos judiciales y administrativos en todo el país se levantará a partir del 1 de 

julio de 2020 de conformidad con las reglas establecidas en el presente Acuerdo”.  
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PRIMERO: ADMITIR la demanda incoada por los señores Cecilia Tovar de Parrado, 

Hernán Ñañez, Ignacio Araújo Sánchez, José Everth Angarita, Orlando Muñoz 

Rodríguez, Luis Alberto Quiñones, María Aidé Nieto de Araújo, María Enelia Araújo 

de Perdomo, Raúl González, Licenia Sánchez, Valdemar Moreno Gómez y Edilberto 

de Jesús García Barrientos, en ejercicio de la acción de tutela.   

 

SEGUNDO: NOTIFICAR de la existencia de la presente acción a los magistrados del 

Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “B”, como autoridad judicial 

accionada, para que dentro del término de tres (3) días, contados a partir de la fecha 

de su recibo, se refiera a sus fundamentos y pueda allegar las pruebas y rendir los 

informes que considere pertinentes. 

 

TERCERO: VINCULAR en calidad de terceros con interés jurídico legítimo, de 

acuerdo con lo dispuesto en el artículo 13 del Decreto Ley 2591 de 1991, al Tribunal 

Administrativo del Caquetá, como autoridad judicial que resolvió la primera instancia 

del proceso ordinario, a la Procuraduría General de la Nación, pues fue la entidad 

que recurrió la sentencia de primera instancia del proceso ordinario y, al Ministerio 

de Defensa Nacional – Ejército Nacional, al Fondo Ganadero del Huila, a los señores 

Eldúber González Montenegro, Martín Monje Trujillo, Álvaro Molina Clavijo, Nelson 

Muñoz Rodríguez, Tulio Antonio Martínez Navarro, Celiar Lasso Ramírez, Carlos 

Alfonso Mora, Ramón González, Helí Oyola Rivera, José Aneider Bustos Caballero, 

Edelmiro Zabala Espinosa, Rodrigo González Garzón, Helber Antury Fonseca, 

Lugardo Romero Correa, Luis Eduardo Yosa Murcia, Juvenal Palencia Hepia, José 

Vicente Rivera Cuéllar, Fidel Rojeles, Elías Castillo Camayo, Carlos Cardozo Fierro, 

José Everth Angarita, Néstor Eduardo Pacheco Bustos, Gilberto Callejas Carvajal, 

Luis Enrique Yosa Murcia, Alfonso Cardozo Fierro, Luis Alejandro Romero Cruz, 

Orlando Muñoz Rodríguez, Luis Helí Cardozo Fierro, Roselvel Ico Rodríguez, María 

Ana Burgos Bermeo, Nelson Tocora Meneses, Orlando Tocora Meneses, Tito 

Ancízar Quezada, Orminso Romero Munar, Luis Evelio Claros Zúñiga, Diomedes 

Ríos Pinzón, Heriberto Araújo Perdomo, Lubín Araújo Perdomo, Eleázar Acosta 

Flórez, Héctor Cardozo Fierro, Josefina Ríos de Soto, Brenda Judith Díaz Garzón, 

Orlando Ríos, Alberto Cardozo Fierro, José Aristarco Olaya, Arcenio Cometa 

Zamora, Orfilia Quintero, Leonel Soto, Elizabeth Cuéllar de Trujillo, Ilda Marina 

González Martínez, Jorge Enrique Fierro Fierro, Éver Guerra Palencia, Héctor Danilo 

Ávila, Misael Penagos Gutiérrez, Luis Carlos Correa Sánchez, Jesús María Palencia, 

María Narli González, Fanny Medina de Yunes, en Representación de Inversiones 

Yume Ltda, Marcos Aurelio Fierro Fierro y Arnoldo Guerrero Montoya, quienes 

integraban las partes accionante y accionada del proceso de reparación directa.  

 

Lo anterior, para que, si lo consideran pertinente, en el término de tres (3) días, 

contados a partir de la fecha de su recibo, puedan intervenir en la actuación, por 

cuanto existe la posibilidad de resultar afectados con la decisión que se adopte. 
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CUARTO: ORDENAR a la Secretaría General de esta Corporación publicar el 

contenido de esta providencia y de la demanda de tutela, en la página web del 

Consejo de Estado, en aras de garantizar el conocimiento de la misma a todos los 

terceros interesados. 

 

QUINTO: ORDENAR a la Secretaría General del Tribunal Administrativo del Caquetá 

publicar el contenido de esta providencia y de la demanda de tutela, en la página 

web de dicha corporación, con el fin de certificar la notificación de la misma de 

quienes tengan un interés legítimo en el presente trámite.  

 

SEXTO: OFICIAR al Tribunal Administrativo del Caquetá y a la Subsección “B” de la 

Sección Tercera del Consejo de Estado, para que alleguen copia íntegra digital del 

expediente del proceso de reparación directa con N° de radicado 18001-23-31-000-

2004-00127-01, dentro del término de dos (2) días, contados a partir de la fecha de 

notificación del presente auto. 

 

SÉPTIMO: ADVERTIR que, de no cumplirse con el requerimiento, se utilizarán por 

este despacho las potestades correccionales que le confiere el artículo 44 de la Ley 

1564 de 2012. 

 

OCTAVO: RECONOCER PERSONERÍA al abogado Gustavo Eduardo Gómez 

Aranguren para actuar como apoderado de la parte actora, de conformidad con las 

facultades otorgadas en los poderes anexos al expediente digital que reposa en el 

Sistema de Gestión Judicial SAMAI.  

 

NOVENO: TENER como pruebas, con el valor legal que les corresponda, los 

documentos relacionados y allegados con la demanda. 

 

DÉCIMO: NOTIFICAR a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado en los 

términos y para los efectos previstos en el artículo 610 del Código General del 

Proceso. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 

 

ROCÍO ARAÚJO OÑATE 

Magistrada 


